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Presentado el día de la apertura del Foro Político de Alto Nivel celebrado en las Naciones Unidas, en Nueva York, 
este nuevo informe mundial analiza cómo la privatización y la cooptación empresarial se han convertido en un 
obstáculo para el progreso en el marco de la Agenda 2030. “En la Agenda 2030 los gobiernos se comprometieron 
a una colaboración mundial revitalizada entre los Estados y declararon que la financiación pública tiene que 
desempeñar un papel fundamental en la consecución de los ODS. Pero en las últimas décadas, la combinación 
de la ideología neoliberal, la presión corporativa, las políticas presupuestarias regresivas, el fraude fiscal 
y la evasión tributaria han conducido a un debilitamiento masivo del sector público y de su capacidad de 
suministrar bienes y servicios esenciales. Las mismas estrategias de corporatización y las políticas fiscales y 
normativas que han dado lugar a este debilitamiento han permitido una acumulación de la riqueza personal y 
una creciente concentración del mercado sin precedentes. 
 
Los defensores de la privatización y de las asociaciones público-privadas (APP) utilizan estas tendencias para 
presentar al sector privado como la manera más eficiente de proporcionar los recursos necesarios para poner en 
práctica los ODS. Sin embargo, numerosos estudios y las experiencias de las comunidades afectadas han 



demostrado que la privatización y las APP comportan unos riesgos y unos costes desproporcionados para los 
ciudadanos y las arcas públicas. Las APP pueden incluso exacerbar las desigualdades, reducir la igualdad 
de acceso a los servicios esenciales y poner en peligro el respeto de los derechos humanos. 
 
Por lo tanto, ya es hora de contrarrestar estas tendencias, de recuperar el espacio de las políticas públicas 
y de adoptar medidas audaces para fortalecer las finanzas públicas, reglamentar o rechazar las APP y 
socavar el control que tienen las corporaciones sobre la vida de las personas. En resumen, de anteponer al 
‘pueblo por encima del lucro’. Estos prerrequisitos son indispensables para alcanzar los ODS y convertir la 
aspiración de transformar nuestro mundo, tal como se proclama en el título de la Agenda 2030, en una realidad”. 
 
El informe de 160 páginas está respaldado por una gran variedad de organizaciones de la sociedad civil y 
sindicatos, y se basa en las experiencias e informes de grupos y coaliciones nacionales y regionales de todas 
partes del mundo. Sus 35 artículos y cuadros de texto engloban todos los sectores incluidos en la Agenda 2030 y 
los ODS y reflejan la rica diversidad geográfica y cultural de sus autores. 
 

--------- 
 

 
 
La recuperación de los servicios públicos: De qué manera las ciudades y los ciudadanos están revirtiendo la 
privatización es una lectura fundamental para cualquier persona que esté interesada en el futuro de los servicios locales y 
democráticos como la energía, el agua y la atención sanitaria. Se trata de un análisis exhaustivo a nivel mundial de las 
nuevas iniciativas en materia de propiedad pública y de los diversos enfoques para la desprivatización. 

 



--------- 
 

Reino Unido: El terrible incendio ocurrido en Londres, que acabó con la vida de al menos 79 personas y dejó heridas a 
muchas más, ha planteado cuestiones fundamentales relativas a la supervisión gubernamental de las viviendas sociales, la 
privatización de funciones clave de seguridad, la desreglamentación, la indiferencia oficial hacia las personas pobres y 
trabajadoras de los barrios aburguesados, el defectuoso control estatal de los múltiples contratistas responsables de las 
reparaciones y la seguridad, las políticas de austeridad y desreglamentación, y la angustia de los trabajadores de la 
administración pública en unas instituciones mermadas e insuficientemente financiadas. Entre los temas planteados se 
encuentra la privatización de los regímenes de inspección, una tendencia que también se observa en Estados Unidos. Al 
hablar del incendio de la torre Grenfell de Londres, Ben Bradford, un experto en seguridad contra incendios y director 
ejecutivo de la consultoría de riesgos BB7, declaró que “la privatización parcial del régimen de inspección de edificios ha 
conducido en ocasiones a una ‘carrera hacia el abismo’ para reducir los honorarios y limitar el número de inspecciones de 
seguridad llevadas a cabo”. La cuestión esencial, según escribe el arquitecto Deon Lombard, es que “la seguridad pública 
no debería privatizarse. Asignar un valor monetario a la vida de las personas es inaceptable”. 
 
 

África y los Países Árabes 
 
Ghana: Mientras Ghana sigue adelante con sus planes de privatización de la Compañía de Electricidad de Ghana, el Banco 
Mundial sigue impulsando la financiación privada de la energía en todo el continente a través de la publicación de un 
informe titulado Linking Up: Public-Private Partnerships in Power Transmission in Africa [Estableciendo vínculos: Las 
asociaciones publico-privadas en la transmisión de energía eléctrica en África]. No obstante, el senado nigeriano 
descubrió recientemente que la privatización de la electricidad en su país había sido un fracaso y pidió una revisión. 
“Por su parte, Mustapha Burkar (APC, Estado de Katsina), vicepresidente, comisión senatorial de energía, declaró el estado 
de emergencia en el sector energético porque todas las medidas adoptadas no estaban teniendo efecto. Observó que las 
compañías de distribución eran el punto más débil de la cadena de valor y añadió que el modelo adoptado para la 
privatización ha fracasado”. 
 
Namibia: Job Muniaro, secretario general del Sindicato Nacional de Trabajadores de Namibia (NUNW, por sus siglas 
en inglés), ha instado a los miembros de la federación a “condenar y rechazar cualquier plan encaminado a privatizar la 
empresa nacional de transporte ferroviario, TransNamib”. Muniaro “dijo que la privatización de TransNamib, sugerida por 
algunos, sumiría al país en una crisis económica más profunda y tendría consecuencias adversas para la clase trabajadora 
(…) Muniaro afirma que algunos líderes están intentando descargar el peso del desempleo, la pobreza, los despidos, la 
privatización y la comercialización de las empresas públicas, como TransNamib, Air Namibia y RCC, sobre los hombros de 
los trabajadores”. 
 
Nigeria: Veinte organizaciones de lucha contra la corrupción, entre ellas Nigerians Unite Against Corruption [los 
nigerianos unidos contra la corrupción], amenazan con demandar al gobierno por haber propuesto $15 mil millones para la 
reparación, la ampliación y la gestión de la refinería de Port Harcourt en el marco de un proyecto sin licitación dirigido por el 
gigante petrolero italiano ENI y su filial nigeriana Agip Oil Company. El proyecto se enmarca en el programa del gobierno 
destinado a la privatización de la infraestructura energética. 
 
Nigeria: ActionAid, la organización de desarrollo internacional, declara que la privatización del sector eléctrico de Nigeria 
ha fracasado y debería ser revisada por el gobierno federal si éste quiere que el país progrese en el ámbito de la industria 
de la electricidad. En su intervención en una conferencia de prensa sobre el estado de la nación tras la 9ª reunión de la 
asamblea general anual de la agencia celebrada en Abuja, “la directora nacional de ActionAid, la Sra. Ojobo Atuluku, 
describió la privatización como un acto de injusticia por parte del gobierno federal hacia los nigerianos. Dijo que, dada la 
importancia de la electricidad para el crecimiento de la industria y para el mantenimiento y la supervivencia de las pequeñas 
y medianas empresas, el gobierno no podía dejar de lado por más tiempo su responsabilidad de garantizar que la gestión 
del importante sector de la electricidad funcione correctamente”. 
 



Ruanda: Aimé Muzora, director de planificación en el ministerio de infraestructuras, dice que la política del gobierno tiene 
previsto privatizar las redes rurales de suministro de agua “que van a ser gestionadas por operadores privados” y 
afirma que “existe la necesidad de que haya más asociaciones”. 
 
Sudáfrica: Ann Crotty, una columnista de Business Day, escribe que “la propiedad estatal quizás siga siendo la mejor 
opción”. La cuestión es mejorar el rendimiento de las empresas de propiedad pública. “También hay que tener en cuenta la 
cuestión de los beneficios discutibles de la privatización. Ésta no solo disminuye la capacidad del gobierno de influir en 
la economía, sino que los beneficios son acumulados por un puñado de personas. Telkom parece fuerte ahora, pero 
atravesó un periodo difícil que se inició con una transacción BEE sospechosa que hizo que algunos se enriquecieran 
enormemente. Iscor, cuya privatización dio comienzo en los años 90, no ha beneficiado a nadie más que a la familia Mittal. 
Una reciente investigación llevada a cabo por la Universidad de Greenwich en el Reino Unido sugiere que las 
suposiciones fáciles relativas a los beneficios de la privatización pueden ser inapropiadas. Descubrió que los 
consumidores de Inglaterra pagaban R2,3 mil millones/año más por su sistema privatizado de agua y alcantarillado que si el 
servicio hubiera permanecido en manos estatales. Las nueve compañías regionales de agua y alcantarillado no han 
invertido nuevo capital propio significativo, pero han obtenido casi todos sus beneficios después de impuestos en concepto 
de dividendos. Se ha ido acumulando deuda para financiar las infraestructuras. No hay maneras fáciles de evitar las duras 
lecciones que debemos aprender”. 
 
Túnez: La misma compañía que está detrás de la ‘asociación público-privada’ de Indiana sacudida por la crisis de la I-69 
ahora ha supuestamente perturbado un importante proyecto de carreteras en Túnez. “Túnez no es el primer gobierno que 
cesa un contrato con Isolux Corsan en los últimos meses. Bolivia canceló las garantías contractuales relativas a un 
proyecto valorado en más de $150 millones el mes pasado después de que una filial de la compañía no hubiera 
supuestamente cumplido los plazos establecidos. Las autoridades de Bloomington han expresado su preocupación en 
los últimos meses acerca del futuro de Isolux Corsan. El estado de Indiana contrató a la compañía para que construyera y 
se encargara del mantenimiento de 21 millas de la I-69 entre Bloomington y Martinsville durante 35 años. Por el momento, 
las autoridades municipales dicen que los subcontratistas prosiguen su trabajo sobre el proyecto de carretera, que se ha 
retrasado”.  
 

Asia-Pacífico 
 
Australia: El secretario subregional de la Internacional de Servicios Públicos, Michael Whaites, dice que los 
ciudadanos de Shellharbour tienen derecho a rechazar la privatización parcial de su hospital. “El Hospital Port Macquarie 
Base en NGS, el Hospital La Trobe de Victoria y el Hospital Modbury de Australia del sur se encuentran entre la letanía de 
fracasos –todos ellos han vuelto a ser finalmente adquiridos por sus gobiernos estatales. ‘El hecho de que sea privado no 
significa que sea más eficiente. …Siete hospitales del país han terminado en manos de asociaciones público-privadas 
(APP) y ha sido un fracaso’, dijo el Sr. Whaites. ‘Cuando Port Macquarie era gestionado por un operador privado, el tiempo 
de espera para la cirugía electiva duplicaba la media estatal y los costes eran un 20% más altos’. En La Trobe la compañía 
experimentó pérdidas de $6,2 millones y el gobierno tuvo que recuperarlo… en Modbury se produjo una pérdida de $2 
millones para esa compañía’”. 
 
Australia: La Asociación de Servicios Públicos (PSA, por sus siglas en inglés) está celebrando su victoria por haber logrado 
que el sistema penitenciario de Nueva Gales del Sur se mantenga en manos públicas. “‘Que un gobierno que está 
empeñado en privatizarlo todo haya decidido no vender la prisión John Morony es una enorme victoria para la seguridad 
pública de NGS’ dijo el Secretario General de PSA, Stewart Little. PSA ha sostenido que la privatización entraña una 
falta de transparencia y crea un caldo de cultivo para la radicalización y los clubes de lucha. ‘El sistema penitenciario 
público de NGS tiene los mejores funcionarios del mundo, los cuales, con un mérito enorme, gestionan satisfactoriamente 
un sistema extremadamente superpoblado que alberga a 13.000 reclusos en un espacio destinado a acoger a 10.000’”. La 
delegada de PSA de larga data Nicole Jess ha sido elegida presidenta de la división profesional de los funcionarios 
penitenciarios, lo que la convertido en la primera mujer que dirige un sindicato de funcionarios penitenciarios en 
Australia. 
 
Australia: La ex docente Fiona Phillips escribe un artículo de opinión que insta al gobierno federal a garantizar la 
financiación pública de la enseñanza técnica y superior (TAFE, por sus siglas en inglés) y a poner fin a su “programa de 



privatización”. Phillips, candidata laborista para Gilmore, escribió “Estoy inmensamente feliz por el hecho de que el 
gobierno laborista de Shorten se haya comprometido a garantizar que dos de cada tres dólares recaudados para financiar la 
formación profesional se destinen a la TAFE. El gobierno liberal también tiene que garantizar la financiación pública de la 
TAFE y tienen que poner fin a su programa de privatización de la TAFE. Ya estamos en un punto a nivel nacional en que 
la TAE es casi un proveedor minoritario (50,3%). A nivel nacional, más de 10.000 docentes de la TAFE han perdido sus 
puestos de trabajo, muchos de ellos en nuestras zonas locales. Esto tiene que cambiar. La TAFE es demasiado buena para 
que la perdamos”. 
 
Australia: Los manifestantes temen la privatización de las prestaciones sociales en el momento en que se introduzcan las 
tarjetas de débito sin efectivo. “Kathryn Wilkes organizó la protesta a través de la página de Facebook No queremos la 
tarjeta de débito sin efectivo para Hinkler. La página ha obtenido más de 1000 ‘me gusta’ en tres semanas. La Sra. Wilkes y 
otros adversarios de la tarjeta estaban preocupados porque afectaría a una vasta red de ciudadanos de Bundaberg 
que se benefician de protección social a través de los pagos automáticos así como de los suplementos y beneficios 
fiscales concedidos a las familias, ya que es lo que pasó con las pruebas de la tarjeta que se hicieron en Ceduna, 
Kununurra y Wyndham”. 
 
Australia: El Banco Mundial y la Red Internacional de Competencia (ICN, por sus siglas en inglés) han otorgado un premio 
a la Comisión Australiana de la Competencia y del Consumidor (ACCC por sus siglas en inglés) por su trabajo que saca a la 
luz las privatizaciones que socavan la sociedad. (pág. 4) “La ACCC recibió este premio en reconocimiento de su labor de 
cabildeo para la promoción de medidas que favorecen la competencia cuando los gobiernos privatizan los bienes públicos. 
La ACCC ha venido defendiendo que cuando privatizan los activos de infraestructuras, los gobiernos no deberían restringir 
la competencia futura de estos bienes, y que los monopolios de infraestructuras necesitan una reglamentación inicial 
apropiada”. 
 
Nueva Zelanda: El gobierno propone aumentar la edad para acceder al derecho a la pensión de jubilación de 65 a 67 años. 
El cambio está “previsto que se realice gradualmente entre 2037 y 2040, pero podría adelantarse si la crisis económica 
subyacente se agrava. La legislación para la incorporación las modificaciones se introducirá en 2018, después de las 
elecciones nacionales de este mes de septiembre. Al igual que en Europa, Estados Unidos y Australia, todo el peso se 
descarga sobre la clase trabajadora. El gobierno ha eliminado miles de empleos del sector público, ha incrementado el 
impuesto regresivo sobre bienes y servicios (GST, por sus siglas en inglés), ha privatizado empresas, ha privado de 
financiación a los sectores de la salud y la educación y ha obligado a miles de personas vulnerables a no poder disfrutar 
de asistencia social”. 
 
Nueva Zelanda: A medida que aumentan los rumores sobre el hecho de que el gobierno tiene la intención de privatizar el 
puerto de Auckland, Mike Lee, consejero y ex presidente de la Autoridad Regional de Auckland, repasa la historia del 
último intento de privatización y de la posterior internalización pública del puerto. “La empresa portuaria es el principal 
activo estratégico de Auckland –propiedad de los ciudadanos de Auckland– y fue construida por generaciones anteriores 
de aucklandeses de los cuales la heredamos. Rinde al ayuntamiento un dividendo de $40-$50 millones al año. 
Desgraciadamente, las ‘negaciones’ ambiguas de Phil Goff de lo que se discutió en una reunión secreta la semana pasada 
con el presidente y director ejecutivo de la empresa portuaria (cuyo contenido se filtró a los medios de comunicación) 
solamente han servido para avivar los rumores. Y los reiterados comentarios de Goff sobre el hecho de querer trasladar las 
actividades portuarias no han hecho más que añadir otro elemento de confusión”. 
 
Nueva Zelanda: Tina Smith, catedrática de enfermería en la UCOL de Palmerston North y miembro del consejo 
nacional del Sindicato de la Educación Terciaria, advierte de la progresiva privatización del sector de la educación 
terciaria. “Una enmienda impulsada por el gobierno a la ley de educación tiene la posibilidad de afectar negativamente a una 
de las mayores industrias de Palmerston North, dijo Smith. ‘En 2011 y 2012, el gobierno introdujo una financiación 
cuestionable para los cursos de nivel 1 y 2, y posteriormente para los de nivel 3, y los institutos politécnicos tenían que 
competir con los establecimientos privados de formación, que se constituyeron a sí mismos con fondos de los 
contribuyentes’. Smith dijo que la UCOL, junto con otras escuelas politécnicas de Nueva Zelanda, se vio privada de sus 
cursos de nivel inferior, al mismo tiempo que Palmerston North salió perdiendo totalmente con respecto a sus proveedores 
basados en Auckland. (…) Smith dijo que la presentación del proyecto de reforma de la educación (educación terciaria y 
otros asuntos) ante el parlamento equivale a la privatización del sector terciario. En virtud de la legislación, los 



establecimientos privados de formación se convierten en unos centros de formación independientes y disfrutan del mismo 
derecho a beneficiarse de los dólares de los contribuyentes’. Las multinacionales entrarán, sacarán los beneficios y no 
darán respuesta a nuestras necesidades educativas’”. 
 
Tailandia: Teera Phutrakul del Instituto de Directores pide la “privatización total” de las empresas públicas. Pero Alexandre 
de Juniac, director general de la Asociación Internacional del Transporte Aéreo (AITA), declara que a pesar de que el 
aeropuerto de Suvarnabhumi se enfrente a serias dificultades, “la privatización de los aeropuertos y de las infraestructuras 
aeronáuticas en determinados países ‘ha fracasado’ a la hora de proporcionar los beneficios prometidos, ya que los 
pasajeros y la economía siguen sufriendo las consecuencias de los altos costes. (…) ‘Muchos gobiernos faltos de 
liquidez ven la privatización como la solución a la financiación de las infraestructuras. Deberían ser prudentes. El 
concesionario gana dinero. El gobierno obtiene su recorte. Las aerolíneas pagan la factura –generalmente muy alta. Y los 
pasajeros y la economía local sufren las consecuencias de los altos costes’”. 
 
Vietnam: Nguyễn Thành Phong, presidente del comité de los ciudadanos, dice que la ciudad de Ho Chi Minh ampliará 
su apoyo a las “asociaciones público-privadas”. Un responsable de la entidad pública de servicios financieros y de inversión 
(HFIC, por sus siglas en inglés) de la ciudad de HCM declaró que “los procedimientos administrativos siguen siendo 
complicados y tardan mucho tiempo, mientras que la mayoría de los proyectos de APP son enormes y deben iniciarse 
rápidamente”. Asimismo, “se quejó de la escasez de suelo para pagar a los promotores por los proyectos de construcción-
traspaso (CT), lo que hace que resulte difícil emprender estos proyectos”. Las autoridades municipales de HCM también 
han reclamado una mejor gestión de los terrenos públicos. 
 

Interamérica 
 
Bahamas: La administración de Minnis dice que privatizará la bolsa de mercancías como parte de un esfuerzo por impulsar 
los vínculos existentes entra la agricultura y el turismo. “Se introducirán incentivos y concesiones fiscales para animar a 
los agricultores y a las cooperativas agrícolas de todo el país a promover una producción sostenida e iniciativas de 
empaquetado y para garantizar el suministro continuo de productos de calidad”. 
 
Bolivia-Chile: Ha estallado un conflicto que afecta al comercio internacional entre los dos países a causa de la privatización 
de los puertos de Arica y Antofagasta, que ha causado “la pérdida de una ‘soberanía comercial’ a la cual tiene derecho 
Bolivia, según el desarrollo del derecho internacional moderno”. 
 
Brasil: La Confederación de los Trabajadores Municipales de las Américas (Contram-ISP), condena al gobierno de 
Temer por su represión de la manifestación que tuvo lugar en Brasilia el 24 de mayo, organizada por las Centrales 
Sindicales y los movimientos sociales. Paula Leite, presidenta de Contram-ISP, dijo que “La exitosa huelga general del 28 
de abril y la ocupación de Brasilia el pasado día 24 de mayo fueron demostraciones inequívocas de nuestra capacidad de 
lucha. A pesar de la represión, vamos a seguir luchando. Estamos llamando al movimiento sindical y demás movimientos 
sociales a denunciar los abusos que se están cometiendo y a sumarse con nosotros en la lucha en defensa de la 
democracia, por elecciones directas y contra la retirada de los derechos”. 
 
Canadá: La Coalición de Salud de Ontario ha publicado un informe sobre las clínicas de atención sanitaria privadas que 
explica por qué constituyen una amenaza para el sistema de salud público Medicare de Canadá. “El informe insta a los 
gobiernos federal y provinciales a que vuelvan a comprometerse con la Ley de Salud de Canadá, a poner fin a que se 
cobren honorarios médicos ilegales a los pacientes y a que impongan sanciones a las provincias que no protejan a 
sus ciudadanos. El informe también insta a los gobiernos provinciales a poner fin a la privatización de los servicios 
hospitalarios públicos y sin fines de lucro, a aumentar la capacidad de los hospitales y a incrementar la financiación de 
la salud. El informe también recomienda que los gobiernos de todos los niveles protejan la salud pública en el marco 
de los acuerdos comerciales internacionales a través de una excepción general para todos los servicios de salud. 
Las clínicas privadas con fines de lucro están avanzando a un segundo nivel en el sistema público de salud de 
Canadá, afirma un representante de un grupo provincial de control de la atención a la salud. Y, en muchos casos, lo que 
están haciendo es ilegal, dijo Peter Boyle, un voluntario de la Coalición de Salud de Ontario”.  
 



El presidente de OPSEU, Warren (Smokey) Thomas, dice “estas clínicas privadas no deberían aprovecharse de las 
personas enfermas y ancianas. Es indignante e inmoral, y es por eso que seguiremos luchando contra la privatización en 
todas sus formas”. [Informe] 
 
Canadá: La sección de Ontario de We Own It [Son nuestros], un movimiento internacional contra la privatización que 
empezó en Reino Unido y está activo en Australia, se está organizando para que la provincia canadiense deje de privatizar 
sus bienes y servicios públicos. “Nuestra campaña está orientada a informar a los ciudadanos sobre lo que ocurre en la 
provincia y para que no sigan vendiéndose nuevos bienes”, afirma la activista Andrea Gordon. “Tenemos una petición que 
está respaldada por casi 40.000 personas que han firmado para adherirse a la campaña y el número sigue aumentando. 
Se está convirtiendo en un movimiento”. 
 
Chile: El hecho de que el sistema de pensiones de Chile se haya privatizado está contribuyendo a que los ciudadanos 
latinoamericanos inviertan una suma significativa de dinero en paraísos fiscales. “Un total de 1,5 billones de dólares 
pertenecientes a ciudadanos latinoamericanos se encuentra invertido en paraísos fiscales, lo que equivale casi al 28% de la 
riqueza de la región, según el Reporte Global de Riqueza 2017 difundido por la firma The Boston Consulting Group (BCG)”. 
 
Estados Unidos: Mientras Donald Trump elabora su plan de infraestructuras basado en la privatización, los críticos 
hacen retroceder los esfuerzos emprendidos por sus secuaces, liderados por el ex ejecutivo de Goldman Sachs, Gary Cohn, 
de utilizar el denominado modelo australiano de reciclaje de activos y bienes como plantilla para las “asociaciones público-
privadas”.  
 
Guatemala: Alfonso Yurrita traza la trayectoria del neoliberalismo, los servicios públicos y la gestión del agua a lo largo de 
las últimas décadas, y concluye diciendo “Y así finalizamos con la privatización de las obras gubernamentales y la 
corruptocracia, junto al cambio climático: huracanes, tornados y tormentas que producirán altas temperatura y 
evaporación”. 
 
México: En une entrevista realizada por la ISP, Juan Ayala Ribero, presidente del SUTGCDMX, dice que la lucha contra 
la privatización formaba parte de la batalla exitosa por la nueva constitución de la capital federal. “Conseguimos igualmente 
incluir cláusulas de exclusión de cualquier forma de privatización de los servicios públicos, que se reconocen como 
pertenecer a toda la ciudadanía. Así, se ha excluido toda participación de capital privado o privatización tras alianzas 
público-privadas (APP) o acuerdos comerciales como TISA o TPP. Se reconoce que el agua es un derecho humano 
irrenunciable y no negociable y que la Ciudad de México tiene que garantizar agua para todos sus ciudadanos”. Ayala 
Ribero también dijo “Nos preocupa mucho la ola de privatizaciones de servicios esenciales que está ocurriendo en 
muchos países que tradicionalmente eran ejemplos de defensa y promoción de los servicios públicos, sobre todo en 
Europa”. 
 
México: Activistas medioambientales salen a las calles de Tijuana, Baja California, para celebrar la campaña del Programa 
medioambiental de la ONU destinada a limpiar las playas. También denunciaron la salida de Trump del Acuerdo de París 
sobre el Cambio Climático, lo que consideran una “vergüenza”. Entre las pancartas de los manifestantes se podía leer: “No 
a la privatización del agua en Baja California”. 
 
México: El Colegio de la Frontera Norte, el prestigioso instituto de investigación, organiza una conferencia sobre 
“Estrategias de reclutamiento de migrantes altamente calificados en países del norte global”. Fernando Lozano Ascencio, 
Investigador del Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias (CRIM) de la UNAM, señaló que, dado que las 
compañías toman las decisiones, “estamos asistiendo a un proceso de privatización de la migración”. 
 
Puerto Rico: El hospital de psiquiatría de Río Piedras está en crisis. Ricky Díaz, delegado general de la UGT en [la 
Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción] Assmca, lamentó que, además del hacinamiento de 
pacientes y la insuficiencia de medicamentos, otra de las fallas señaladas por la Comisión Conjunta de Acreditación de 
Servicios de Salud (Joint Commission) fuera el incumplimiento en la atención de las salas de emergencia del hospital, las 
cuales son atendidas por un contratista privado. “Díaz llamó la atención, además, a la posible privatización del sistema a 
través de la creación de alianzas público privadas. ‘Nos preocupa cómo sería la implantación y cómo va a afectar a los 
empleados’, dijo”. 



 
Uruguay: Una disputa laboral por la privatización de la cobertura sanitaria de los trabajadores sindicalizados de la empresa 
petrolera estatal Ancap está afectando el suministro de combustible. Uruguay importa el 100% de sus combustibles fósiles y 
Ancap gestiona la única refinería de petróleo del país. 
 

Europa 
 

España: La Secretaria General de CCOO de Córdoba, Marina Borrego, y su homólogo de Sanidad y Sectores 
Sociosanitarios, José Damas, se reunieron con responsables provinciales de Córdoba para poner en común las visiones de 
ambas organizaciones sobre la sanidad en la provincia. Las principales reivindicaciones del sindicato se centran en “reforzar 
servicios y acercarlos a la ciudadanía, optimizar recursos y luchar contra la privatización de la sanidad”. 
 
España: El ayuntamiento de la ciudad de Guadalajara incrementará el precio del agua en un 15% para recaudar los 
casi tres millones de euros que debe pagar a la empresa Guadalagua, que gestiona los servicios de suministro de agua 
desde su privatización. “El contrato de adjudicación del servicio de agua fijó el consumo mínimo anual de la ciudad en seis 
millones de metros cúbicos, y otorgó a la empresa el derecho a reclamar al Ayuntamiento una compensación por ingresos 
no percibidos si el consumo real se queda por debajo. ‘En realidad, ningún año ha llegado ni de lejos a esa cifra’, afirmó el 
concejal socialista Víctor Cabeza”. [Agencia EFE—Castilla La Mancha, 7 de junio de 2017]. 
 
Italia: En un nuevo informe sobre economía, el FMI presiona a Italia para que avance con más rapidez en la privatización de 
los servicios públicos y del sector público. “El fondo dijo que la aplicación de partes clave, como la mejora de la gestión 
pública o la reglamentación de los servicios públicos locales se ha retrasado, mientras que otras, entre ellas los planes 
de hacer que las empresas de propiedad estatal sean más eficientes, se han debilitado. El fondo dijo que impulsar estas 
medidas, así como mejorar la combinación de capacidades del sector público, ampliar el alcance de la reforma del régimen 
de adquisiciones y abordar los privilegios y el empleo en las empresas públicas –a través de la privatización y la 
reducción de los subsidios– era esencial para promover el crecimiento”. 
 
Reino Unido: La funcionaria de los servicios de libertad condicional jubilada, Margaret Locklan, escribe en el 
Newcastle Journal para analizar la terrible situación en la que se encuentran los servicios de libertad condicional desde que 
fueron parcialmente privatizados. “La mayoría de las empresas de rehabilitación comunitaria son enormes empresas 
multinacionales que no tienen experiencia en el sistema judicial, como Sodexo, que no logra controlar una de las primeras 
prisiones que fueron privatizadas –HMP Northumberland. El servicio de libertad condicional, hasta que fue privatizado, era 
el único servicio público que había conseguido un premio de oro a la excelencia por la calidad de su trabajo. Desde que se 
produjeron los cambios, un gran número de trabajadores de los servicios de libertad condicional han perdido sus puestos de 
trabajo y, en muchos casos, han sido sustituidos por un número inferior de personal, no cualificado y sin experiencia, que 
recibe unos sueldos más bajos y que tiene unos contratos temporales a través de agencias. Las oficinas se han vendido y 
han sido sustituidas por edificios inapropiados para este propósito, con espacios de distribución abierta, compartidos con 
otras organizaciones, sin privacidad para la realización de entrevistas y sin protección para el personal y los ciudadanos; los 
sistemas informáticos han sido modificados y no funcionan correctamente. Los informes de los tribunales se hacen cada vez 
más de manera oral y ya no tienen los detalles requeridos para que los magistrados puedan imponer las penas adecuadas. 
Es más difícil evaluar el abuso doméstico y a sus autores se les permite a menudo volver con su familia abusada”. 
[Newcastle Journal, 14 de junio de 2017] 
 
Reino Unido: La ciudad de Bradford está contratando a la empresa 3GS con ánimo de lucro para hacer cumplir las normas 
municipales referentes a “las personas que tiran basura e incluso a aquellos que son pillados escupiendo en público”. Pero 
la idea de privatizar el servicio ha sido recibida con preocupación por algunos, entre ellos por la Cámara de Comercio 
del distrito de Bradford. “Val Summerscales, secretaria de la Cámara de Comercio, dijo: ‘Acogeremos por supuesto con 
agrado cualquier intento de mejorar el centro de la ciudad. No nos gusta ver basura en el centro de la ciudad, no nos gusta 
ver a la gente escupiendo y no nos gustan los comportamientos anti-sociales. ‘Pero habría que preguntarse por qué se 
considera que los trabajadores actuales del ayuntamiento no pueden ocuparse de ello y por qué se incorpora una 
empresa privada’. La Sra. Summerscales dijo que quería saber si algunos guardias municipales iban a perder su puesto de 
trabajo. También dijo que sería fundamental, si no se quiere hacer huir a la gente del centro de la ciudad, que la empresa 



encuentre el equilibrio adecuado entre identificar a las personas que tiran basura continuamente y castigar a las personas 
que cometen errores inocentes. Dijo: ‘Queremos ver que son eficaces, y no que sean exagerados con respecto a esta 
situación e impongan multas cuando éstas no son necesarias, solamente para financiar a la organización para la 
que trabajan’”. 
 
 
La Internacional de Servicios Públicos (ISP) es una federación sindical mundial que representa a 20 millones de trabajadores y 
trabajadoras que prestan servicios públicos en 150 países. La ISP defiende los derechos humanos, promueve la justicia social y el 
acceso universal a servicios públicos de calidad. La ISP trabaja con el sistema de las Naciones Unidas y en colaboración con 
entidades de la sociedad civil, sindicatos y otras organizaciones. 
 


